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La Constitución Española en su artículo 40.2, dentro de los principios rectores 
de la política social y económica, señala que "los poderes públicos velarán por la 
seguridad e higiene en el trabajo" . Se establece, por tanto, un mandato dirigido 
a los poderes públicos para que adopten las medidas oportunas destinadas a la 
protección del ambiente del trabajo y articulen los medios necesarios para una 
tutela efectiva de la salud y la integridad física del trabajador. 
Esta tutela est atal de la seguridad y salud de los trabajadores implica una 
doble vertiente: la de la eliminación de todas aquellas situaciones que supongan 
o puedan suponer una agresión a la salud laboral y la de promover las condiciones 
idóneas para la mejora paulatina del status de seguridad de los trabajadores. 
Junto al desarrollo de este mandato constitucional, se hacía necesaria la 
armonización de nuestro ordenamiento jurídico interno con la legislación de la 
Unión Europea en materia de seguridad y salud, trasponiendo a la normat iva 
española las Directivas comunitarias aprobadas al respecto. 
Es la Ley 31/95 de Prevención de Riesgos Laborales la disposición básica legal 
que va a dar cumplimiento a las necesidades anteriormente descritas. Esta ley 
viene a establecer las bases de una nueva ordenación de la prevención de riesgos 
laborales en nuestro país, poniendo fin a la heterogeneidad, parquedad y 
dispersión normativas que habían caracterizado al ordenamiento jurídico vigente 
hasta la fecha su entrada en vigor. 
La Ley de Prevención de Riesgos Laborales establece una concepción unitaria 
y normativa en la materia, ya que, además de establecer la normativa general 
básica en prevención de riesgos laborales, establece el alcance y contenido de dicha 
normativa al señalar que la normativa sobre prevención de riesgos laborales está 
constituida por la propia ley, las disposiciones que desarrollan o complementan 
a la misma, así como "cuantas otras normas legales o convencionales, contengan 
prescripciones relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral 
o susceptibles de producirlas en dicho ámbito". 
Asimismo, la propia ley de Prevención establece que su contenido y el de la 
normativa de desarrollo de la misma tienen el carácter de derecho necesario 
mínimo indisponible, "pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en los convenios 
colectivos", aunque este desarrollo convencional mejorado de la protección de la 
seguridad y salud de los trabajadores no ha tenido en la práctica una gran acogida 
y plasmación en los textos de los convenios colectivos aprobados en la última 
década, ya que, en la mayoría de estos convenios, o bien no se contienen 
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disposiciones específicas en materia de seguridad y salud, o bien se remiten al 
contenido de la normativa en vigor. 
La Ley de Prevención de Riesgos Laborales tiene como objetivo la protección 
de la seguridad y salud de los trabajadores "mediante la aplicación de medidas 
y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados 
del trabajo". · 
Esta articulación jurídica de la protección de la seguridad y salud de los 
trabajadores se recoge en este cuerpo normativo de una doble manera: definiendo 
los objetivos y el contenido de la política de prevención de riesgos laborales a 
desarrollar por las administraciones públicas y formulando una serie de deberes 
y obligaciones dentro del ámbito de la relación laboral, que tiene su base en el 
derecho del trabajador a una protección eficaz frente a los riesgos laborales y el 
correlativo deber del empresario de proteger a los trabajadores a su servicio. 
1.- En cuanto al primero de los dos puntos mencionados: la definición de la 
política de prevención de riesgos laborales, se lleva a cabo teniendo en cuenta dos 
principios básicos: el principio de participación de empresarios y trabajadores a 
través de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas en la 
planificación, organización y programación de la gestión relacionada con la 
mejora de las condiciones de trabajo y la protección de la seguridad y salud de los 
t rabajadores y el principio de cooperación y coordinación administrativa entre las 
diversas Administraciones Públicas competentes para el eficaz ejercicio de las 
respectivas competencias. 
Esta política de prevención de riesgos laborales prevista en dicha ley se 
manifiesta en dos grandes líneas de actuación: 
a) El desarrollo normativo de la ley: existiendo numerosos reglamentos que 
señalan principalmente obligaciones empresariales para proteger la segu-
ridad y salud de los trabajadores frente a los riesgos derivados para su 
seguridad y salud en diversos sectores o ámbitos laborales. 
b) Actuaciones de las Administraciones Públicas competentes en la materia 
tendentes a la promoción de la prevención, asesoramiento técnico a los 
agentes implicados, vigilancia y control del cumplimiento de la normativa 
de prevención por parte de los sujetos obligados y el ejercicio de la potestad 
sancionadora en el caso de que se produzcan incumplimientos a dicha 
normauva. 
Así, en el propio texto de la Ley se contemplan de manera singular los 
siguientes organismos: 
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